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INTRODUCCION: LA INADECUACION
DEL PROCEDIMIENTO DE CELEBRACION DE CONVENIOS
ENTRE COMUNIDADES AUTONOMAS

En la actualidad, ningin Estado compuesto puede funcionar sin la colaboracién en-
tre las entidades que lo integran, bien el Estado con los miembros (colaboracién
vertical), bien estos ultimos entre si (colaboracién horizontal). La colaboracién hori-
zontal, en concreto, se funda en la existencia de un 4mbito de intereses y problemas
comunes a las entidades territoriales descentralizadas, al que ellas mismas, de mane-
ra conjunta, pueden dar solucién. En esta caracterizacién general, Espafia no difiere
de otros sistemas de descentralizacién politica. La practica hasta el momento, sin
embargo, muestra que la colaboracién entre las Comunidades Auténomas, mis alla
de vinculos meramente informales o politicos, es muy pobre, tanto en términos
cuantitativos (los nimeros son elocuentes: apenas exceden de veinte los convenios
y acuerdos de cooperacién tramitados propiamente como tales, cifra irrisoria si se
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compara con la de los convenios entre el Estado y las Comunidades Auténomas)
como cualitativos (el alcance y contenido de los compromisos asumidos, muy mo-
derados y practicamente reducidos a dreas concretas de la actividad administrativa).

Esta relegacion de la colaboracién horizontal obedece a diferentes motivos, no siem-
pre ficiles de precisar, ni de entender. Muy sucintamente, se pueden destacar dos
razones. En primer lugar, unas relaciones que en otros sistemas compuestos son
asumidas como consustanciales a la distribucién territorial del poder y a la naturale-
za politica de los miembros, en Espafia se han visto siempre con desconfianza desde
los 6rganos centrales y, lo que es mas sintomatico de que algo no marcha bien, des-
de las propias Comunidades Auténomas. Estas han rehuido el trato entre ellas y cla-
ramente han preferido —y prefieren todavia— relacionarse individualmente con el
Estado. En segundo lugar, los medios que han de servir para conferir eficacia juridi-
ca a la colaboracién entre Comunidades Auténomas —los citados convenios y
acuerdos de cooperacidn, previstos en el articulo 145.2 de la Constitucién y desarro-
llados en los Estatutos de Autonomia— son, con la regulacién actual, instrumentos
inoperantes, con un procedimiento prolijo, formalista y excesivamente rigido en to-
das sus fases; en suma, la antitesis de lo que debe ser la colaboracién: una via agil
de entendimiento’. Esta misma rigidez de los mecanismos que prevé el ordenamien-
to ha favorecido la prictica de una colaboracién informal entre Comunidades Auté-
nomas 2 Un elemento que contribuye sobremanera a la falta de flexibilidad del pro-
cedimiento convencional es, precisamente, el consentimiento de los Parlamentos
autonémicos que los Estatutos de Autonomia exigen casi sin excepcioén en la cele-
bracién de todo convenio y acuerdo de cooperacion.

Si, como parece evidente, hay que mejorar y potenciar la colaboracion entre las Co-
munidades Auténomas —es tan necesario como urgente un despegue decidido de
la cooperacién horizontal», se ha dicho *—, habrfa que pensar en variar su vigente

I. LASAGABASTER HERRARTE: <Relaciones intergubernamentales y federalismo cooperativos, Revista Vasca de Administracion Pi-
blica, ntm. 41, 1995, pag. 211; y M* J. GARCIA MORALES: «La cooperacién en los federalismos europeos: significado de la expe-
riencia comparada para el Estado autonémico», Revista de Estudios Autonémicos, nim. 1, 2002, pag. 120.

2 J. TAJADURA TEJADA: «El principio de cooperacién en el Estado autonémico», R Vasca de Ad; istracion Pablica, nim. 46,

1996, pag. 216; y E. AJA FERNANDEZ: E! Estado autonémico. Federalismo y bechos diferenciales, Alianza Editorial, Madrid, 1999,
pag. 200.

P. GARCIA MEXIA: «Las relaciones institucionales entre las Comunidades Auténomas. La cooperacién interautonémicas, Curso de
Derecho Prblico de las Comunidades Autonomas (directores: J. Rodriguez-Arana Mufioz y P. Garcia Mexia), Instituto Nacional de
Administracién Publica-Montecorvo, Madrid, 2003, pag. 569.
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régimen. Dado que la regulacién de los conciertos entre Comunidades Auténomas,
por remisién del articulo 145.2 de la Constitucién, corresponde en gran medida a los
Estatutos de Autonomia, el primer paso deberia ser la reforma de éstos*. Por lo que
ahora interesa, una de las cuestiones a revisar es la participacién de los Parlamentos
autonémicos en la celebracién de los convenios y acuerdos de cooperacion. Ya se ha
planteado, por cierto, alguna propuesta en este sentido para las reformas estatutarias
que se debaten en diversas Comunidades Auténomas®. A lo mejor, una modificacién
de los Estatutos de Autonomia en este punto podria servir para impulsar, en términos
juridicos, la colaboracién horizontal, a fin de que empiece a alcanzar el nivel que exige
el buen funcionamiento de un Estado compuesto moderno. A ello hay que afadir, na-
turalmente, como segundo término de la ecuacion, el efectivo dnimo de las Comunida-
des Auténomas de colaborar entre ellas; pero es mas probable que esa voluntad apa-
rezca si el ordenamiento dispone unos instrumentos agiles y eficaces para actualizarla.

LA INTERVENCION DE LOS PARLAMENTOS
AUTONOMICOS EN LOS CONVENIOS
ENTRE COMUNIDADES AUTONOMAS

CUESTIONES PREVIAS

La celebracién de convenios y acuerdos de cooperacién entre Comunidades Aut6-
nomas es un procedimiento complejo, integrado por diferentes tramites ®. En una
Drimera fase tienen lugar la iniciativa y la negociacién de los términos del concierto,
y culmina con la adopcién del texto. La Constitucion y los Estatutos de Autonomia
no contienen ninguna previsién sobre estos pasos iniciales. Las Ginicas normas que
se pueden hallar al respecto se encuentran, generalmente, en las leyes reguladoras

A. SANCHEZ NAVARRO: «Articulo 145. Convenios entre Comunidades Auténomas», Co. ios a la Constitucion Espaiola de
1978 (director: O. Alzaga Villamil), Cortes Generales-Edersa, Madrid, 1999, tomo XI, pig. 108.

Asi se hace en el Informe sobre la reforma de I'Estatut de Catalunya, Institut d’Estudis Autonodmics, Barcelona, 2003, pag. 152.

V. ESCUIN PALOP: «Articulo 42, Comentarios al Estatuto de Autonomia de la Comunidad Auténoma Valenciana (director: R. Mar-
tin Mateo), Instituto de Estudios de Administracién Local, Madrid, 1985, pags. 438-439.
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del Gobierno y la Administracién de las respectivas Comunidades Auténomas. Por
lo comin, los ordenamientos autonémicos confieren al Gobierno regional, en exclu-
siva, la aprobacién de los proyectos de convenios y acuerdos de cooperacion, en la
que cabe entender implicita la facultad de negociarlos. Si se establece un paralelis-
mo con la direccién de la politica exterior por el Gobierno de la Nacién, esa potes-
tad de los Gobiernos autonémicos responde a la idea de que el poder de concluir
acuerdos con otras Comunidades Auténomas pertenece a la funcién ejecutiva, vy,
dentro de ella, a la de direccién politica’.

La segunda fase comprende la formacién y manifestacién del consentimiento al con-
venio o acuerdo de cooperacién por quienes pretenden ser parte en €l. En el Dere-
cho Internacional (para los tratados) y en diferentes ordenamientos compuestos
(para los convenios entre las entidades territoriales del Estado), segin se exija 0 no
la intervencién de los Parlamentos, es posible diferenciar dos clases de convenios:
por un lado, los que concluyen los 6rganos ejecutivos competentes sin necesidad de
aquiescencia parlamentaria, al tener como objeto funciones administrativas; por otro
lado, los que versan sobre competencias de la Asamblea y, por consiguiente, preci-
san su asentimiento®. Esta distincién apenas es aplicable a los convenios y acuerdos
de cooperacién, porque los Estatutos de Autonomia, en su prictica totalidad, requie-
ren el consentimiento del Parlamento a todos ellos, sin tomar en consideracion,
pues, si afectan o no a sus competencias. En contados casos —s6lo en el Pais Vasco
y Extremadura— puede el Gobierno concluir convenios sin que la Cimara tenga por
qué pronunciarse explicita y decisivamente; pero ni siquiera en estos supuestos se
elimina el tramite parlamentario, ni la potestad de la Asamblea de oponerse a esa
tramitacién y manifestar su expreso consentimiento®.

7 J. RODRIGUEZ-ZAPATA PEREZ: «Articulo 145. Convenios entre Comunidades Auténomass, Comentarios a las leyes politicas. Cons-
titucion Espaiiola de 1978 (director: O. Alzaga Villamil), Edersa, Madrid, 1988, tomo XI, pig. 86; y R. GIL CREMADES: «Quién
puede celebrar convenios de colaboracién con las Comunidades Auténomas?, Catastro, nam. 19, 1994, pag. 62.

8 Un estudio comparado en el 4mbito de los federalismos europeos se encuentra en M* J. GARCIA MORALES: Convenios de colabo-
racion en los sistemas federales europeos. Estudio comparativo de Alemania, Suiza, Austria y Bélgica, McGraw-Hill, Madrid, 1998,
pags. 161-171. Para el caso concreto de Alemania, ademés del anterior, vide E. ALBERTI ROVIRA: Federalismo y cooperacion en la
Repriblica Federal Alemana, Centro de Estudios Politicos y Constitucionales, Madrid, 1986, pags. 496-498; y J. M* RODRIGUEZ DE
SANTIAGO: Los convenios entre Administraciones Piblicas, Marcial Pons, Madrid, 1997, pags. 73-77.

9 La amplitud con que los Estatutos de Autonomia regulan la participacién de las Camaras en la celebracién de conciertos entre Co-
munidades Auténomas contrasta con su casi inexistente intervencién en los convenios que se suscriben con el Estado. Esta sélo
se establece en la Comunidad Valenciana (articulo 42 del Estatuto de Autonomia) y en Navarra (articulo 161 del Reglamento del
Parlamento Foral, de 2 de febrero de 1995). Esta circunstancia no deja de ser paradéjica, en vista del mayor nimero de los conve-
nios con el Estado y, sobre todo, del volumen financiero que suponen. Por ello, no ha faltado quien propugne la conveniencia de
ampliar a ellos ese control (A. ARCE JANARIZ: <dnsuficiencias del control parlamentario en las Comunidades Auténomas», Informe
Comunidades Autonomas 1995, Instituto de Derecho Publico, Barcelona, 1996, vol. 1, pag. 662).
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FORMAS DE EXPRESION DEL CONSENTIMIENTO PARLAMENTARIO

Del anilisis de los ordenamientos autonémicos se infiere que no hay una tUnica for-
ma de declarar el consentimiento de los Parlamentos a los convenios y acuerdos de
cooperacion, sino que, por el contrario, existen diversas modalidades °. Esta hetero-
geneidad se explica por la capacidad de autoorganizacién de las Comunidades Au-
ténomas, que abarca, sin duda, dicha actuaciéon de las Cidmaras®. Los modos de in-
tervencion parlamentaria son los siguientes %

a) Autorizacion de los convenios y acuerdos de cooperacién: Andalucia (articulo
72)®, Asturias (articulo 24.7), La Rioja [articulo 19./D]%, Murcia (articulo 23.7) y Na-
varra [articulo 26.5)]%.

b) Aprobacién de los convenios y acuerdos de cooperacién, o sélo de los
primeros: Cataluna (articulo 27) *¢, Galicia (el Estatuto de Autonomia no prevé

Una primera clasificacién fue la que elaboré P. SANTOLAYA MACHETTI: Descentralizacion y cooperacion. (Introduccion al estu-
dio de los mecanismos de cooperacion en los Estados basados en la descentralizacion politica; su aplicacion al caso espaiol), Insti-
tuto de Estudios de Administracién Local, Madrid, 1984, pags. 431-439.

L. HERRERA DIAZ-AGUADO: Servicios intercomunitarios y acuerdos de cooperacion entre Comunidades Autonomas, tesis docto-
ral, Toledo, 1996, pag. 235.

Los articulos que se citan corresponden a los respectivos Estatutos de Autonomia.

La autorizacion viene impuesta por el Reglamento del Parlamento, de 26 de abril de 1995 (articulo 171), no por el Estatuto de Au-
tonomia. Aunque éste prevé la intervencién de la Cimara, defiere su concrecién a lo que ella misma determine. En general, se ha
entendido que, para cumplir la remisién estatutaria de regular esta materia, el Parlamento debia dictar una ley. En este sentido, P.
SANTOLAYA MACHETT!: Descentralizacion y cooperacion, cit., pig. 439; E. ALBERTI ROVIRA: Los convenios entre Comunidades
Auténomas», Documentacion Administrativa, nGm. 240, 1994, pag. 122; y J. TAJADURA TEJADA: <El articulo 145 de la Constitu-
cién Espafiola: los convenios y acuerdos de cooperacién entre las Comunidades Auténomas», Revista Juridica de Navarra, nim.
21, 1996, pag. 136. No obstante, en nuestra opinién, ese reenvio no supone que el régimen que establezca el Parlamento necesa-
riamente deba estar en una ley. Més bien significa, como afirmé A. MENENDEZ REXACH (Los convenios entre Comunidades Auto-
nomas: comentario al articulo 145.2 de la Constitucion, Instituto de Estudios de Administracién Local, Madrid, 1982, pag. 116),
que en la celebracién de los conciertos con otras Comunidades Auténomas «<habri que estarse a las reglas de competencia que fije
el propio Parlamento»; y tales reglas son, precisamente, las que se contienen en su Reglamento.

El articulo 19.1) del Estatuto de Autonomia de La Rioja atribuye propiamente al Parlamento la funcién de «autorizar y aprobar los
convenios» con otras Comunidades Auténomas (ademis de «supervisar su ejecucioén»). Parece, por lo tanto, que la Camara debe
efectuar, en teoria, un doble pronunciamiento. Sin embargo, el Reglamento del Parlamento, de 18 de abril de 2001 —y también el
precedente, de 27 de febrero de 1987—, reduce a una tales actuaciones, por cuanto una y otra integran el contenido de la Jey de
autorizacién y aprobacién» del convenio o acuerdo de cooperacién (articulo 118). Como muestra de ello se puede ver la Ley
2/1998, de 11 de febrero, para la aprobacién y autorizacién del Convenio de Cooperacién entre la Comunidad Auténoma de La
Rioja y la Comunidad Foral de Navarra sobre infraestructuras viarias.

Este precepto se refiere inicamente a la autorizacién de los «convenios», mientras que el articulo 70 de la misma Ley Organica de
Reintegracién y Amejoramiento del Régimen Foral diferencia entre convenios y acuerdos de cooperacién. No obstante, como ad-
vierte J. TAJADURA TEJADA (.El articulo 145 de la Constitucién Espafiola, cit., pag. 136), el Reglamento del Parlamento Foral ha
previsto la autorizacién para ambas clases de conciertos: «El régimen de las autorizaciones que la Diputacién Foral solicite para
establecer acuerdos de cooperacion, sera el establecido en los articulos precedentes para los convenios» (articulo 165).

El articulo 27 del Estatuto de Autonomia sélo exige la aprobacién del Parlamento para los convenios (apartado 1), no para los
acuerdos de cooperacién (apartado 2). Sin embargo, la Ley 3/1982, de 25 de marzo, del Parlamento, el Presidente y el Consejo
Ejecutivo de la Generalidad, atribuye al Parlamento «a aprobacién de los convenios y acuerdos de cooperacién mencionados en
los apartados 1y 2 del articulo 27 del Estatuto» [articulo 43.1.5)]. Para la tramitacién del convenio con las Illes Balears para la crea-
cién del Instituto Ramén Llull, firmado en Palma el 5 de abril de 2002, el Parlamento catalin aprobé una norma interna (Butlleti
Oficial del Parlament de Catalunya, VI Legislatura, nim. 255, de 21 de enero de 2002).
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nada) 7, Cantabria (articulos 9.4 y 31), La Rioja [articulo 19./D]*, Comunidad Valen-
ciana [articulos 11.7) y 42], Castilla-La Mancha [articulo 9.2.4)] ¥, Canarias (articulo
39)® y las Illes Balears (articulo 17)2.

Es la Ley 1/1983, de 22 de febrero, de la Junta y su Presidente, la que asigna al Parlamento la «ratificacién o aprobacién, en su
caso» de los convenios y acuerdos de cooperacién (articulo 4.8). El Reglamento del Parlamento, de 14 de julio de 1983, no dis-
pone nada al respecto.

Vide la nota 14.

La regulacién de la intervencién de las Cortes de Castilla-La Mancha plantea alguna cuestién. En primer lugar, segin el articulo
9.2.d) del Estatuto de Autonomia, les incumbe «aprobar los convenios que acuerde el Consejo de Gobierno con otras Comunida-
des Auténomas en los términos establecidos por el apartado 2 del articulo 145 de la Constitucién». Esta redaccién no deja claro
si la aprobacién comprende también los acuerdos de cooperacién, habida cuenta de que el articulo 40 del propio Estatuto de
Autonomia no alude genéricamente a Jos convenios», sino que distingue entre convenios y acuerdos de cooperacién. No obs-
tante, parece que el articulo 9.2.d) emplea el término «convenios» en sentido amplio, como comprensivo también de los acuer-
dos de cooperacién. Asi lo corrobora el Reglamento de las Cortes de Castilla-La Mancha, de 1 de diciembre de 1997, que se re-
fiere expresamente a ambos tipos de pactos (articulo 205). En segundo lugar, hay que reparar en que, conforme a este Gltimo
precepto, lo que corresponde al Parlamento es la «ratificacién», no, como sefala el articulo 9.2.d) del Estatuto de Autonomia —
que, por cierto, ese articulo del Reglamento parlamentario menciona— la aprobacién. En teoria, ante una discordancia entre dos
normas de distinto rango, deberia prevalecer la de mayor jerarquia (el Estatuto de Autonomia), por lo que las Cortes de Castilla-
La Mancha habrian de aprobar los convenios. En la practica, sin embargo, proceden a su ratificacién. Como ejemplo se puede
ver el Convenio suscrito con la Comunidad de Madrid para la implantacién de nuevos titulos de abono transportes por el Con-
sorcio Regional de Transportes Piblicos Regulares de Madrid, firmado por los Presidentes de ambas Comunidades Auténomas el
22 de noviembre de 2000 y ratificado por las Cortes de Castilla-La Mancha en la sesién plenaria del dia siguiente (Diario de Se-
siones de las Cortes de Castilla-La Mancha, Pleno, V Legislatura, nim. 29, de 23 de noviembre de 2000).

El articulo 39 del Estatuto de Autonomia sélo prevé la intervencién del Parlamento en los convenios para la gestién y prestacién
de servicios (apartado 1). El Reglamento de la Cimara, de 10 de abril de 2003, reitera la aprobacién parlamentaria «de convenios
con otras Comunidades Auténomas para la gestién y prestacién de servicios propios correspondientes a materias de la exclusiva
competencia de la Comunidad Auténoma, a que se refiere el articulo 39 del Estatuto de Autonomia-; y precisa que, «si resultare
aprobado, el acuerdo serd comunicado a las Cortes Generales» (articulo 150). La mencién de la comunicacién a las Cortes Gene-
rales parece dar a entender que esa previsién abarca dnicamente los convenios, no los acuerdos de cooperacién. Esta idea resul-
ta confirmada por la Ley 1/1983, de 14 de abril, del Gobierno y la Administracién Publica de la Comunidad Auténoma, que otor-
ga al Gobierno la competencia de «establecer acuerdos de cooperacién con otras Comunidades Auténomas previa autorizacién
de las Cortes Generales, y posterior ratificacién del Parlamento canario» [articulo 20./). La alusién a <a previa autorizacién de las
Cortes Generales», junto a la utilizacién del termino «acuerdos de cooperacion», idénticas a las que hace el apartado 2 del articulo
39 del Estatuto de Autonomia, denotan que la funcién de la Asamblea en esos conciertos (ratificacién) es distinta de la regulada
en el Estatuto y el Reglamento del Parlamento respecto a los convenios (aprobacién). Por todo ello, se puede concluir que en el
ordenamiento canario, como resultado de la legislacion posterior a la promulgacion del Estatuto de Autonomia, se prevé una di-
ferente intervencién del Parlamento segiin se trate de convenios o acuerdos de cooperacién. En este sentido, C. J. GARCIA OTE-
RO: «Articulo 38», Comentarios al Estatuto de Autonomia de Canarias (director: J. Varona Gémez-Acedo), Instituto Canario de
Administracién Publica-Marcial Pons, Madrid, 1996, pag. 861.

El articulo 17 del Estatuto de Autonomia atribuye al Parlamento la «adopcién» de los convenios, sin disponer nada acerca de los
acuerdos de cooperacion. El Reglamento del Parlamento, de 4 de junio de 1986, no contiene ninguna prevision al respecto. J.
TAJADURA TEJADA (-El articulo 145 de la Constitucién Espaiiola-, cit., pdg. 136) entiende, no obstante, que lo que el Estatuto de
Autonomia balear encomienda al Parlamento es la aprobacion tanto de los convenios como de los acuerdos de cooperacién.
Esta interpretacién —que compartimos— venia confirmada indirectamente por la Ley 5/1984, de 24 de octubre, de Régimen Juri-
dico de la Administracién de la Comunidad Auténoma, que conferia al Presidente autonémico la funcién de «firmar los acuerdos
de cooperacién y los convenios de prestacién y gestién de servicios con otras Comunidades Auténomas una vez aprobados por
el Parlamento- (articulo 15.3). La Ley 4/2001, de 14 de marzo, del Gobierno de las Illes Balears, al regular la misma atribucién
del Presidente, suprimi6 esa referencia a la aprobacién parlamentaria de los convenios y los acuerdos de cooperacién, que, sin
embargo, cabe estimar subsistente. De hecho, la Presidencia de la Cdmara, con ocasién del convenio con Catalufia para crear el
Instituto Ramén Llull, dicté la Resolucién de 30 de enero de 2002, para «Ja aprobacién de convenios para la gestién y prestacién
de servicios propios con otras Comunidades Auténomas, asi como convenios de colaboracién o cooperacién- (Butlleti Oficial del
Parlament de les Illes Balears, V Legislatura, nim. 127, de 1 de febrero de 2002). Por otra parte, el empleo del término «adop-
cién» por el Estatuto de Autonomia no resulta del todo acertado, pues con €l se parece dar a entender que es el Parlamento el
que fija (adopta) el texto del convenio o acuerdo de cooperacién, cuando ésta es una facultad del Gobierno. Asi se disponia ex-
presamente en la Ley 5/1984 (articulo 18.3), frente a la menos explicita Ley 4/2001, conforme a la cual compete al Consejo de
Gobierno «autorizar la firma de convenios y acuerdos de colaboracién y cooperacién con el Estado y demas Comunidades Aut6-
nomas» (articulo 19.11). La mencionada Resolucién de la Presidencia del Parlamento es mds precisa, pues habla del «proyecto de
convenio» que eleva el Gobierno.
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¢) Ratificacién de los convenios y acuerdos de cooperacién, o sélo de los segun-
dos: Galicia (el Estatuto de Autonomia no prevé nada)?, Aragén [articulo 16.0)], Cana-
rias (articulo 39) %, Madrid [articulo 16.3.j) y &)] y Castilla y Le6n (articulo 15.12 y 13).

d) Ausencia de oposicién a los convenios, cuya celebracién se comunica a la Cima-
ra, y ratificacién —Pais Vasco (el Estatuto de Autonomia no prevé nada) *— o apro-
bacién —Extremadura [articulos 13 y 19.2.9)]%— de los acuerdos de cooperacion.

Todas estas decisiones se adoptan por mayoria simple de la Cidmara, salvo en Catalu-
fia®, la Comunidad Valenciana? y Castilla y Leén #, donde se exige mayoria absoluta.

Las normas expuestas permiten diferenciar —nominalmente, al menos— cuatro
posibles formas de intervencién de los Parlamentos autonémicos. En la autoriza-
cion, la aprobacién y la ratificacién, la Camara presta su consentimiento expreso a
los convenios y acuerdos de cooperacién. La falta de oposicién a su conclusién
supone, en cambio, un asentimiento tdcito. Hay que ver ahora cuiles son las no-
tas definitorias de cada variante.

Vide la nota 17.

Vide la nota 20.

La regulacién se halla en la Ley 7/1981, de 30 de junio, del Gobierno Vasco [articulo 18.) y 1.

Asf lo dispone el Estatuto de Autonomia de Extremadura a partir de la reforma aprobada por la Ley Organica 12/1999, de 6 de
mayo. Antes de dicha modificacion, el Estatuto no preveia nada acerca de la intervencién de la Asamblea en los convenios y los
acuerdos de cooperacion, y era el Reglamento de la Camara, de 6-7 de septiembre de 1983, el que exigia su autorizacién para
unos y otros (articulo 164.1). Con relacién a la formulacién originaria del Estatuto de Autonomia, E. ALBERTI ROVIRA (Los con-
venios entre Comunidades Auténomas-, cit., pigs. 122, nota 23, y 123) afirmaba —erréneamente, a nuestro entender, pues no te-
nia en cuenta lo regulado en el Reglamento parlamentario— que las facultades de intervencién de la Asamblea abarcaban sélo los
convenios «en los que se determinen los proyectos en los que se materializan las inversiones realizadas con cargo al Fondo de
Compensacién Interterritorial» [articulo 59.g) del Estatuto de Autonomial. Por su parte, el articulo 25.9 de la Ley del Gobierno y la
Administracién de la Comunidad Auténoma (entonces, la Ley 2/1984, de 7 de junio, hoy derogada por la Ley 1/2002, de 28 de fe-
brero, que mantiene esta competencia) atribuia a la Junta la aprobacién y autorizacién de convenios con otras Comunidades Au-
ténomas. «De este modo —concluia dicho autor—, al quedar limitada la intervencion parlamentaria a un 4mbito material concreto
de los convenios, Extremadura se convierte en la Comunidad que mis restringidamente contempla la participacién del Parlamento
en el proceso de formacién de la voluntad convencional». Por tal motivo, dicho régimen constituia —en su opinién— una excep-
cién a la generalizacion de la intervencion decisiva de los Parlamentos en todos los convenios y acuerdos de cooperacién.
Articulo 43.1 de la Ley del Parlamento, el Presidente y el Consejo Ejecutivo de la Generalidad (Ley 3/1982).

Articulo 170 del Reglamento de las Cortes Valencianas, de 30 de junio de 1994. Este precepto —asi como la Resolucién de la Pre-
sidencia de las Cortes Valencianas 80/1, de 16 de noviembre de 1983, sobre el procedimiento parlamentario que han de seguir los
proyectos de convenio de colaboracién de la Generalidad con el Estado y con las demds Comunidades Aut6nomas, que lo desa-
rrolla (Butlleti Oficial de les Corts Valencianes, nim. 20)— sélo prevé la intervencién de la Cidmara en los convenios, y omite cual-
quier referencia a los acuerdos de cooperacién. No obstante, la exigencia de mayoria absoluta debe comprender también estos ul-
timos, pues no parece congruente que la actuacién del Parlamento autonémico —que dispone el Estatuto de Autonomia para los
dos tipos de conciertos (articulo 42)— sea mas agravada en los convenios de gestién administrativa que en otros acuerdos que
pueden tener un mayor alcance. En este sentido, J. C. NAVARRO RUIZ: «Las relaciones de la Comunidad Valenciana-, Estudios so-
bre el Estatuto valenciano. Tomo IV. Los derechos constitucionales de los valencianos y el sistema de relaciones de la Comunidad
Valenciana (coordinadora: R. Sanchez Férriz), Generalitat Valenciana, Valencia, 1993, pag. 140.

Articulo 130.4 del Reglamento de las Cortes de Castilla y Le6n, de 24 de febrero de 1990.
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La comunicacion al Parlamento de la celebracién de los convenios de gestién y pres-
tacién de servicios tiene por objeto permitir que la Camara manifieste, dentro de un
plazo, la oposicion a su conclusién. Si no se pronuncia en contra, el convenio habri
superado el trimite parlamentario; si, en cambio, declara su parecer desfavorable, el
texto queda sujeto a la decisién de la Asamblea para su ratificacién o aprobacién.

La autorizacion es una técnica usual en los tratados internacionales. Consiste en una
habilitacién del Parlamento al Gobierno para que, si lo estima oportuno, suscriba un
convenio o acuerdo de cooperacién. Su virtualidad es, pues, impedir o vetar al Go-
bierno la celebracién de un determinado concierto, no obligarle a ello. Por lo gene-
ral, se excluye que la Camara pueda incidir en el texto acordado con la introduccién
de enmiendas®. La autorizacién encierra, en definitiva, una valoracién politica de la
Asamblea sobre la conveniencia de celebrar un convenio. Por lo tanto, la autoriza-
cién, o se da, o se deniega; pero, una vez concedida y obtenido por el Gobierno el
permiso para concluir el concierto, la autorizacién consume todos sus efectos®.

La aprobacion de un convenio o acuerdo de cooperacién supone su tramitacién por
el Parlamento como si se tratara de una propuesta gubernamental, aniloga a un pro-
yecto de ley. La concreta regulacién del procedimiento dependera del respectivo Re-
glamento parlamentario. Ahora bien, segiin diferentes autores, si ha de ser una au-
téntica aprobacioén, la Camara debe estar facultada para incorporar modificaciones al
texto del concierto. Si no cabe tal posibilidad de enmienda, no seri, en puridad, una
aprobacién, sino una autorizacién o una ratificacién .

Por dltimo, la ratificacion ha sido tradicionalmente el modo de manifestacion del
consentimiento de los Estados para obligarse mediante tratados internacionales .
Hay que notar, sin embargo, que, en los conciertos entre Comunidades Auténomas,

A. REMIRO BROTONS: Derecho Internacional Piblico. II. Derecho de los Tratados, Tecnos, Madrid, 1987, pags. 117 y 119-120.
J. E. SORIANO GARCIA: «Articulo 14», Comentarios al Estatuto de Autonomia de la Comunidad Auténoma de Extremadura (direc-
tores: L. Lopez Guerra y J.E. Soriano Garcia), Ministerio para las Administraciones Publicas, Madrid, 1992, pag. 559.

P. SANTOLAYA MACHETTI: Descentralizacion y cooperacion, cit., pag. 433. En relacién con el Estatuto de Catalufia, cuyo articu-
lo 27.1 atribuye al Parlamento la «aprobacién- de los convenios, y en el mismo sentido de entender inherente a esa funcién la fa-
cultad de la Cimara de modificar el texto que tramita, vide A. MONREAL FERRER: «Convenis i acords de cooperacié. (Article
27)», Comentaris sobre l'Estatut d’Autonomia de Catalunya, Institut d’Estudis Autondmics, Barcelona, 1988, vol. 11, pag. 801; y M*
J. GARCIA MORALES: «Los convenios entre Catalufa y otras Comunidades Auténomas: régimen juridico y realidad en las relacio-
nes de colaboracién de la Generalidad con otras Comunidades», Autonomies. Revista Catalana de Derecho Publico, nim. 17,
1993, pag. 108.

M. DIEZ DE VELASCO VALLEJO: Instituciones de Derecho Internacional Piblico, Tecnos, Madrid, 1988, tomo I, pags. 107-108.
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la funcién de ratificacién que se atribuye a algunas Ciamaras atafie a la formacién in-
terna de la voluntad convencional, no a su expresién ad extra. Por lo tanto, la ratifi-
cacién sera la decision del Parlamento mediante la que confirma la efectiva vigencia
en la Comunidad Auténoma de un convenio o acuerdo de cooperacién ya suscrito,
sin poder modificar su contenido *.

La aprobacién —si, en opinién la doctrina, se ha de entender como tal— deberia
permitir al Parlamento introducir enmiendas en el texto presentado por el Ejecuti-
vo, de manera que su tenor serd el que decida la Cimara; es decir, mis allid de la
mera propuesta o sugerencia de variaciones en el contenido del concierto, el Parla-
mento tendria que poder influir decisivamente en él. La autorizacién y la ratifica-
cién, en cambio, implican la aceptacién o el rechazo en bloque del proyecto gu-
bernamental, sin poder modificarlo. La diferencia entre estas dos Gltimas se halla en
el momento en que interviene la Asamblea: la autorizacién es anterior a la manifes-
tacién del asentimiento de la Comunidad Auténoma por medio del érgano ejecuti-
vo que corresponda; la ratificacion, por el contrario, dado su caricter de acto con-
firmatorio de una precedente actuacién del Gobierno (la expresiéon de ese
consentimiento), tiene lugar después *.

No obstante, se ha advertido, con razén, que, pese a la diversidad terminolégica de
las normas estatutarias y legales, la configuracién material de la intervencién de los
Parlamentos que han hecho sus Reglamentos viene a equiparar los distintos procedi-
mientos. De este modo, las Camaras se limitan a consentir o rechazar el texto que
les remite el Consejo de Gobierno, sin poder imponer la introduccién de reforma al-
guna ®. Aunque no faltan autores que defienden la conveniencia de que los Parla-
mentos autonémicos puedan alterar efectivamente el texto de los convenios y acuer-
dos de cooperacion *, estd posibilidad no estd normativamente prevista. Es verdad
que algunos Reglamentos permiten a la Cimara plantear modificaciones, pero éstas
no obligan definitivamente al Gobierno, puesto que, en lugar de aceptarlas, puede

P. SANTOLAYA MACHETTI: Descentralizacion y cooperacion, cit., pag. 434.

P. GARCIA MEXIA: -Las relaciones institucionales entre las Comunidades Auténomas», cit., pigs. 557-558.

L. HERRERA DIAZ-AGUADO: Servicios intercomunitarios y acuerdos de cooperacion entre Comunidades Auténomas, cit.,
pag. 246.

E. AJA FERNANDEZ y M. CARRILLO LOPEZ: -Los procedimientos de relacién entre los Parlamentos territoriales y los érganos del
Estado», Parlamento y Derecho (coordinadores: A. Figueroa Laraudogoitia y J. C. da Silva Ochoa), Parlamento Vasco, Vitoria, 1991,
pag. 451. En el mismo sentido, M* J. GARCIA MORALES: La intervencién de los Parlamentos en los convenios suscritos entre el
Estado y las Comunidades Auténomas», Revista Juridica de Navarra, ndm. 14, 1992, pags. 60 y 69.
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optar por abandonar su iniciativa¥. Por ello, no son enmiendas propiamente dichas,
sino «condicionamientos», «ecomendaciones» o «propuestas de modificacién» (como
las definen esos Reglamentos) para que el Gobierno negocie de nuevo los términos
del concierto®. Ademads, respecto a los acuerdos de cooperacién, hay que tener pre-
sente que la autorizacién de las Cortes Generales es una condicién de validez. En
consecuencia, si el Parlamento autonémico debe intervenir cuando ya se ha presta-
do esa autorizacién ®, en modo alguno puede cambiar el texto, ni siquiera aunque
todavia esté pendiente de manifestarse el consentimiento definitivo de las Comuni-
dades Auténomas interesadas®.

Esta limitacién del papel de los Parlamentos autonémicos no es infundada. Antes
bien, la admisién de la introduccién unilateral de variaciones en un convenio o
acuerdo de cooperacion serfa incoherente con un procedimiento que se caracteriza,
precisamente, por ser pactado. No parece, pues, aceptable que el Legislativo impon-
ga indefectiblemente enmiendas a un texto que ha sido concordado por la via de la
negociacién entre 6rganos ejecutivos, en uso, por estos Ultimos, de su potestad de
direccién politica. En la practica, esto supone que la insercién unilateral de cualquier
alteracién en el concierto implicara el rechazo de éste, si bien, a fin de no abortar
definitivamente su conclusién, al Gobierno de la Comunidad Auténoma cuyo Parla-
mento proponga modificaciones le queda la opcidén de tratar que los otros Gobier-
nos accedan a su inclusién *. No obstante, no deja de ser insatisfactorio considerar
que la funcién de los Parlamentos en este campo se reduce a asentir sin objecién
alguna las propuestas del Gobierno, a lo que de hecho se ven abocados si la alter-
nativa es, como ahora, la frustracién del pacto. Parece, por el contrario, que deberia
ser posible reconocer algin valor —mais alld de la pura oposicién al concierto— a

L. HERRERA DIAZ-AGUADO: Servicios intercomunitarios y acuerdos de cooperacion entre Comunidades Auténomas, cit., pag. 249.
Articulo 171.5 del Reglamento del Parlamento de Andalucia; articulo 231.2 del Reglamento de la Junta General del Principado de
Asturias, de 18 de junio de 1997; articulo 118.5 del Reglamento del Parlamento de La Rioja; y articulo 165.1 del Reglamento de la
Asamblea de Extremadura.

Asi ocurre en Canarias, donde el Parlamento, con arreglo al articulo 20,/ de la Ley del Gobierno y la Administracién (Ley 1/1983),
debe ratificar los acuerdos de cooperacién previamente autorizados por las Cortes Generales. De igual modo puede acontecer si
estas udltimas, cuando los Parlamentos autonémicos ya han consentido la celebracién de un acuerdo de cooperacién o un conve-
nio de gestién y prestacion de servicios —y éste ha sido recalificado después como acuerdo de cooperacién, conforme al articulo
137 del Reglamento del Senado—, conceden la autorizacién con condicionamientos (articulo 138.2 del mismo Reglamento). En tal
caso, puede que esté prevista una nueva intervencién de las Camaras territoriales, pero éstas no podrin variar el contenido del
texto autorizado por las Cortes Generales. Este supuesto se regula expresamente en el Reglamento de la Junta General del Princi-
pado de Asturias (articulo 233.2).

P. SANTOLAYA MACHETTL: Descentralizacion y cooperacion, cit., pag. 450; y J. TAJADURA TEJADA: -El articulo 145 de la Consti-
tucién Espafiola, cit., pig. 138.

Esto es lo que establecen los Reglamentos parlamentarios citados en la nota 38.
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las observaciones que las Cimaras puedan manifestar ante la asuncién de determi-
nados compromisos por la Comunidad Auténoma. Sin embargo, no se alcanza a vis-
lumbrar una solucién que permita cohonestar esas diferencias entre el Parlamento y
el Gobierno en la celebracién de convenios y acuerdos de cooperacion.

CARACTERES DEL CONSENTIMIENTO PARLAMENTARIO
CONDICION DE VALIDEZ DE LOS CONVENIOS

La celebracién de un convenio o acuerdo de cooperacién entre Comunidades Au-
ténomas sin el consentimiento de sus Parlamentos, al venir éste impuesto por los
Estatutos de Autonomia (o, en su defecto, por leyes autonémicas), constituye una
infraccion de tal entidad que, naturalmente, debe conducir a la nulidad del con-
cierto. El asentimiento de la Camara es, por lo tanto, una condicién o requisito de
validez del convenio o acuerdo de cooperacién . A esta conclusién se ha llegado
en otros Estados, como Alemania y Suiza, donde los respectivos Tribunales Consti-
tucionales han declarado nulos convenios que se suscribieron sin la aprobacién de
los Legislativos correspondientes o no fueron sometidos a referéndum, cuando se
exigian tales requisitos ©.

En cuanto a Espafa, la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Asturias de 5 de julio de 1994 tratd, entre otras
cuestiones, la ausencia de la autorizacion del Parlamento autonémico (la Junta Ge-
neral), con arreglo al articulo 24.7 del Estatuto de Autonomia, a un convenio cele-
brado en 1989 entre el Principado y el Instituto Nacional de la Salud acerca de la
gestién de un hospital de la Comunidad Auténoma. El Tribunal estimé que la falta
del consentimiento parlamentario era causa de nulidad de pleno derecho del con-
venio, conforme a la letra e) del articulo 62.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Juridico de las Administraciones Publicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Comun. Este razonamiento sobre el efecto de la omisién de dicho

M? J. GARCIA MORALES: «.a intervencién de los Parlamentos en los convenios suscritos entre el Estado y las Comunidades Auté-
nomas», cit., pigs. 57 y 68; Idem: «{Los convenios entre Catalufia y otras Comunidades Auténomas, cit., pig. 109; y J. M?
RODRIGUEZ DE SANTIAGO: Los convenios entre Administraciones Piiblicas, cit., pag. 388.

M? J. GARCIA MORALES: Convenios de colaboracion en los sistemas federales europeos, cit., pag. 182.
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trimite es, a nuestro juicio, acertado. Sin embargo, cabe estar disconformes con la
interpretacién que hizo la Sentencia del dmbito de aplicacién del articulo 24.7.
Ello es asi porque, segin el Tribunal, ese articulo no tenia por qué ponerse en re-
lacién necesariamente con el articulo 21 del mismo Estatuto —de modo que la
exigencia de autorizacién parlamentaria sélo afectaria a los convenios y acuerdos
de cooperacién con otras Comunidades Auténomas—, sino que, por el contrario,
la autorizacién de la Junta General debia extenderse a los convenios con otras Ad-
ministraciones Publicas, en general, y significadamente a los celebrados con el Es-
tado —como acontecia en ese caso—. Esta comprensioén, empero, choca con el te-
nor de la generalidad de los Estatutos de Autonomia (entre los que se encuentra el
de Asturias), ya que en ellos se impone la intervencién del Parlamento respectivo
precisamente respecto a los «convenios y acuerdos de cooperacién», que es el
nombre que —segln expresan los propios Estatutos, que adoptan los términos del
articulo 145.2 de la Constitucién— reciben los que se celebran con otras Comuni-
dades Auténomas.

El argumento del Tribunal Superior de Justicia de Asturias quebré cuando afios des-
pués, en la Sentencia de 14 de enero de 1999 —que resolvié la impugnacién de un
convenio posterior entre las mismas partes también basada, junto a otros fundamen-
tos, en la falta de autorizacién de la Junta General—, entendié que no se podia
mantener aquella causa de nulidad una vez aprobada la Ley 1/1992, de 2 de julio,
de creacion del Servicio de Salud del Principado de Asturias, porque tal norma fa-
culta a éste a concluir convenios de gestién sanitaria con otras Administraciones Pu-
blicas. Esta inteligencia suponia una clara contravencién del principio de jerarquia
normativa: si el Estatuto de Autonomia exige la autorizacién parlamentaria para la
celebracién de convenios, una ley no puede dispensar el cumplimiento de ese tra-
mite. Se podria, tal vez, tratar de salvar esa contradiccion sobre la base de interpre-
tar que la autorizacién de la Junta General se habia otorgado, justamente, al aprobar
dicha ley. No obstante, ello supondria entender que la autorizacién puede ser multi-
ple, para todos los convenios de un determinado tipo o concertados por un mismo
6rgano, lo que no casa con el caracter particular, para cada convenio, que confiere
a dicho acto el Estatuto de Autonomia (segin el articulo 24.7, lo que corresponde a
la Junta General es «autorizar la prestacion del consentimiento»; y tal consentimien-
to, claro es, se otorga individualmente a cada convenio), y que corrobora el Regla-
mento de la Junta General. Este dltimo texto distingue, dentro del Capitulo II
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(«Convenios y acuerdos de cooperacién del Principado de Asturias») del Titulo XIV,
entre: por una parte, los «convenios y acuerdos de cooperacién del Principado de
Asturias con otras Comunidades Auténomas» (Seccién 1%), cuya tramitacién parla-
mentaria se hace «en el marco de lo dispuesto en el articulo 24.7 del Estatuto de Au-
tonomia» (articulo 227) y, por tanto, se requiere la autorizacién de la Ciamara; y, por
otra parte, aquellos «otros convenios y acuerdos de cooperacién del Principado de
Asturias» (Seccién 2%, de los que simplemente «el Consejo de Gobierno dard cuenta
a la Camara» (articulo 236) “.

Finalmente, el Tribunal Supremo, al resolver los recursos de casacién interpuestos
contra la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Asturias de 5 de julio de
1994, estimé la infraccién —aducida por el Instituto Nacional de la Salud— del ar-
ticulo 24.7 del Estatuto de Autonomia en relacién con su articulo 21 y con el 167 del
Reglamento de la Junta General de 1985, de los que, junto con el articulo 145 de la
Constitucién, se desprendia con claridad que el consentimiento del Parlamento auto-
némico sélo abarcaba los convenios y acuerdos de cooperacién con otras Comuni-
dades Auténomas, y, por ende, no era preciso para el convenio en cuestién .

A prop6sito de la ausencia del consentimiento parlamentario, también se ha plantea-
do la hipotética aplicacién de una regla aniloga al articulo 46 de la Convencién de
Viena sobre Derecho de los Tratados. Segiin este precepto, es irrelevante para la va-
lidez de un tratado que la otra parte desconozca la falta de competencia de quien
obra como 6rgano suscriptor (en los conciertos entre Comunidades Auténomas, el
Ejecutivo autonémico sin la anuencia del Parlamento). A nuestro modo de ver, la
respuesta debe ser negativa, por cuanto, en el seno de un Estado, el deber reciproco
de lealtad que une a los distintos centros de gobierno obliga a quienes celebran un
convenio a conocer y verificar la concurrencia de los requisitos —entre ellos, los 6r-
ganos que han de actuar y su competencia— para determinar el dnimo de obligarse
de las otras partes “.

El Reglamento parlamentario vigente al concluirse el convenio de 1989 y resolverse el litigio a €l referente —de 24 de abril de
1985— no establecia esta distincion entre los conciertos con las Comunidades Auténomas y los otros convenios. No obstante, la
regulacién de los articulos 167 a 173 daba a entender que se extendia s6lo a los primeros.

Sentencia de 12 de junio de 2000, F. J. 3.(Aranzadi 5.706). La Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de mayo de 2003 (Aranzadi
5.315) se volvié a pronunciar en igual sentido sobre la misma materia (F. J. 2).

E. ALBERTI ROVIRA: El régimen de los convenios de colaboracién entre Administraciones: un problema pendiente-, Informe Co-
munidades Autonomas 1996, Instituto de Derecho Publico, Barcelona, 1997, vol. I, pags. 628 (nota 32) y 633 (nota 45); y M® J.
GARCIA MORALES: Convenios de colaboracion en los sistemas federales europeos, cit., pigs. 181-182.
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PARTICIPACION EN LA FORMACION DE UNA VOLUNTAD COMPLEJA

Esta ultima consideracién sobre la formacién de la voluntad convencional es relevan-
te, ademads, para precisar el papel de los Parlamentos autonémicos. Aunque no se
puede dejar de apreciar en la intervencién parlamentaria una dimensién de control
sobre el Gobierno, es, en realidad, una funcién especifica de participaciéon en ciertas
decisiones importantes de la colectividad territorial. La anuencia de la Cadmara es un
elemento necesario de la intencién de obligarse mediante conciertos con otras Comu-
nidades Auténomas . La voluntad convencional es, por lo tanto, compleja, ya que se
integra por la concurrencia de 6rganos —o poderes— distintos. Ahora bien, esta obli-
gada conjuncién no minora la preeminencia que tiene el Gobierno autonémico en la
direccién de la politica. Prueba de ello es que el acuerdo del Parlamento es siempre
posterior a la iniciativa politica gubernamental, sin la cual no llegaria a tener lugar*.

En este mismo razonamiento, hay que ver si los Parlamentos también deben tomar
parte en la terminacién de los conciertos. Se trata de averiguar si procede seguir un
procedimiento idéntico al de la celebracién de los convenios y acuerdos de coope-
racién —y, en particular, si es menester una nueva intervencién de los Parlamentos
respectivos— cuando lo que se pretende es desvincularse de lo pactado (por ejem-
plo, a la hora de la denuncia unilateral o la finalizacién de mutuo acuerdo), como
hace la Constitucién para la denuncia de los tratados internacionales (articulo 96.2).
A nuestro entender, la decisién de terminar los convenios y acuerdos de coopera-
cién, si una norma no establece lo contrario, corresponde exclusivamente al Gobier-
no autonémico. En consecuencia, no estd sometida al mismo régimen previsto para
su conclusién y, sefaladamente, a la exigencia del asentimiento del Parlamento. Esta
solucién estd en consonancia con la mencionada potestad gubernamental de direc-
cién politica, que s6lo se ha de llevar a cabo de manera compartida con la Asam-
blea cuando lo disponga expresamente el ordenamiento . Esto ocurre tGnicamente
en Cantabria, donde el Reglamento del Parlamento —no el Estatuto de Autonomia—

M? J. GARCIA MORALES: La intervencién de los Parlamentos en los convenios suscritos entre el Estado y las Comunidades Aut6-
nomas, cit., pags. 57 y 67-68; y Convenios de colaboracion en los sistemas federales europeos, cit., pag. 177.

G. RUIZ-RICO RUIZ: La forma de gobierno en Andalucia. Tendencias y evolucion del sistema parlamentario autonémico, Junta de
Andalucia-Instituto Andaluz de Administracién Publica-Tirant lo Blanch, Valencia, 1999, pag. 199.

Como observa M* J. GARCIA MORALES (Convenios de colaboracion en los sistemas federales europeos, cit., pag. 190), la prictica com-
parada muestra que la decisién de rescindir un convenio corresponde al Ejecutivo, sin que sea necesaria la intervencién parlamenta-
ria. Otros autores, por el contrario, se manifiestan a favor de obtener la anuencia del Parlamento cuando fue precisa para la conclu-
sién del acuerdo. En este sentido, E. ALBERTI ROVIRA: Federalismo y cooperacion en la Repiiblica Federal Al cit., pag. 503; y
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ha seguido el modelo del articulo 96.2 de la Constitucion para la denuncia de los
convenios y acuerdos de cooperacién. En esa Comunidad Auténoma, pues, el ejerci-
cio de dicha facultad requerira la aprobacién de la Camara ™.

¢ACTO LEGISLATIVO?

Finalmente, cabe preguntarse por la clase de acto en que se expresa el consenti-
miento parlamentario. Los Reglamentos de los Parlamentos de Cantabria y La Rioja
disponen que el asentimiento de la Cidmara a los convenios y acuerdos de coopera-
cién se otorgue mediante una ley*. En estos dos casos es claro que, por asi exigirlo
sus Reglamentos, la decision de las respectivas Asambleas acerca de la celebracion
de conciertos con otras Comunidades Auténomas tendrd que adoptar esa forma. En
las demas Comunidades, por el contrario, al no haber una norma que lo imponga, la
resolucion parlamentaria no serd una ley, sino un acuerdo del Pleno*.

Desde una perspectiva puramente formal, ni los Estatutos de Autonomia ni los Re-
glamentos parlamentarios —excepto los que se acaban de referir— establecen que

P. MARTIN HUERTA: Los convenios interadministrativos, Instituto Nacional de Administracién Publica, Madrid, 2000, pag. 304. Sin
embargo, la decisién de las Illes Balears de separarse del Instituto Ramén Llull —y atribuir sus funciones a un renovado Instituto de
Estudios Balesricos (Decreto 76/2004, de 3 de septiembre, por el cual se reforman los estatutos de este Gltimo)— fue adoptada exclu-
sivamente por el Consejo de Gobierno, sin participacién del Parlamento, mediante acuerdo de 25 de junio de 2004 (Butlleti Oficial
de les Illes Balears, nim. 95, de 8 de julio). Asi lo preveian, por lo demis, los propios estatutos del Instituto Ramén Llull (articulo 15).
Articulo 135 del Reglamento del Parlamento de Cantabria, de 18 de marzo de 1999. En igual sentido se podria interpretar tal vez
el articulo 235 del Reglamento de la Junta General del Principado de Asturias (Lo dispuesto en los articulos anteriores sera de
aplicacién a las modificaciones de los convenios o acuerdos autorizados por la Junta General»). A nuestro juicio, sin embargo, tan-
to el tenor de ese articulo (que no menciona la terminacién de los convenios) como el de los que le preceden (que regulan la au-
torizacién al Consejo de Gobierno para que suscriba convenios y acuerdos de cooperacién) hacen que se deba entender en sus
estrictos términos, referido exclusivamente a la modificacién de los conciertos y no a su denuncia.

Articulos 131.1 y 132.2 del Reglamento del Parlamento de Cantabria (los mismos articulos del anterior Reglamento, de 25 de no-
viembre de 1983, tenian igual contenido) y articulo 118 del Reglamento del Parlamento de La Rioja (el articulo 100 del anterior Re-
glamento, de 27 de febrero de 1987, disponia lo mismo). Como ejemplo del segundo se puede ver la citada Ley de La Rioja 2/1998,
de 11 de febrero, de aprobacién y autorizacién del Convenio de Cooperacién entre la Rioja y Navarra sobre infraestructuras viarias.
El Reglamento de la Junta General del Principado de Asturias de 24 de abril de 1985 también preveia la autorizacién a los conve-
nios y acuerdos de cooperacién mediante una ley (articulo 171). Sin embargo, en el vigente Reglamento, de 18 de junio de 1997,
se ha suprimido esa exigencia. Este cambio normativo tuvo lugar durante la tramitacién en la Camara de la autorizacién del Conve-
nio de Colaboracién entre el Principado de Asturias y la Junta de Galicia en materia de movimiento pecuario y sanidad animal. Se-
gun el Reglamento de 1985, una vez comunicado el convenio a las Cortes Generales y haber expresado éstas que no era necesaria
la autorizacién a que se refiere el articulo 145.2 de la Constitucién —lo que tuvo lugar en la sesién del Pleno del Senado de 23 de
septiembre de 1997 (Boletin Oficial de las Cortes Generales, Senado, VI Legislatura, Serie I, nim. 299, de 26 de septiembre de
1997)—, el Parlamento autonémico debia debatir el proyecto de ley de autorizacién del convenio. No obstante, el actual Reglamen-
to, en vigor desde el 11 de agosto de 1997, establecia en su disposicién transitoria que los asuntos pendientes en ese momento se
ajustarian a la nueva ordenacién en los tramites subsiguientes. Por ello, la Mesa de la Junta General, en la sesién del dia 14 de oc-
tubre de 1997, acord6 dar por concluido el expediente relativo a dicho convenio y archivar el proyecto de ley de autorizacién (esta
informacién ha sido amablemente facilitada por el letrado de la Junta General del Principado de Asturias Alberto Arce Janariz).
M? J. GARCIA MORALES: «La intervencién de los Parlamentos en los convenios suscritos entre el Estado y las Comunidades Aut6-
nomas-, cit., pags. 61y 69.
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la decisién de la Asamblea tenga que manifestarse como ley. Ademais, cuando la in-
tervenciOn parlamentaria consiste en la autorizacién o la ratificacién de la celebra-
cién del concierto por el Gobierno, no parece obligado, en principio, tal ropaje. Si,
en cambio, lo que corresponde al Parlamento es la aprobacion, tampoco parece con-
gruente que tenga que dictarse una ley en 4mbitos que no son materia legislativa.
Por otra parte, en esas materias propias de ley, si el convenio o acuerdo de coopera-
ci6én no ha de tener valor normativo por si mismo, no se advierte tampoco la necesi-
dad de consentir su celebracién por ley, ya que su contenido se puede regular des-
pués por una de tales normas; una cosa es que se pueda sostener un concepto
formal de ley y otra distinta que toda actuacién del Parlamento se tenga que hacer
bajo tal veste. De igual modo, no es definitivo que los Reglamentos de algunas Ca-
maras autonémicas dispongan que, para la manifestacién del consentimiento del Par-
lamento, se siga —con ciertas particularidades— el procedimiento legislativo, pues a
dichos trimites se ajusta también la adopcién de otros acuerdos que no tienen caric-
ter de ley. A mas, entre las sefialadas peculiaridades se debe mencionar la limitacién
0, incluso, la anulacién de la posibilidad de enmienda, lo que casa poco con la esen-
cia del poder legislativo. Por todo ello, se puede afirmar que, salvo en los supuestos
en que asi se exija de modo expreso, la autorizacién, aprobacién o ratificacion de
los convenios y acuerdos de cooperacién por los Parlamentos autonémicos se
harid mediante una resolucién o acuerdo de la Camara que no tendra forma de ley .

RELACION ENTRE EL CONTENIDO DE LOS CONVENIOS Y EL CONSENTIMIENTO
PARLAMENTARIO

La conexién entre el contenido de los convenios y acuerdos de cooperacién y la in-
tervencion de los Parlamentos autondmicos, en vista de lo previsto en la mayoria de
Estatutos de Autonomia, es intrascendente. Por lo general, los Estatutos no tienen en
cuenta la materia sobre la que se concluyen los convenios y acuerdos de coopera-
cién, de suerte que, con un criterio que se podria llamar maximalista, disponen el
asentimiento parlamentario, en diferente forma, para todos ellos sin excepcién.

El elemento material, sin embargo, puede ser relevante en aquellos Estatutos de Au-
tonomia que no regulan ninguna actuacién del Parlamento en los conciertos con

53 J. M® RODRIGUEZ DE SANTIAGO: Los co jos entre Administraciones Piblicas, cit., pig. 377.

184



54

56
57

58

59

LA PARTICIPACION DE LOS PARLAMENTOS AUTONOMICOS EN LA CELEBRACION DE CONVENIOS...

otras Comunidades Auténomas, o bien sélo la prevén para los convenios de gestién
y prestaciéon de servicios, sin mencionar los acuerdos de cooperacion. En estos ca-
sos, a fin de dilucidar si, pese al silencio normativo, es menester que las Cimaras
autonémicas participen en la celebracién de esos conciertos, se ha propuesto tomar
en consideracién su objeto*. De esta manera, «si el convenio o acuerdo versa sobre
materias cuya regulacién, en el caso de un ejercicio aislado de la competencia sobre
ellas, corresponderia al Gobierno, la aprobacién del convenio o acuerdo también
debe corresponder al Gobierno. Si, por el contrario, dicha regulacién, en el supues-
to de un ejercicio individual de la competencia, correspondiera al Parlamento, a él
competera también la aprobacién del instrumento cooperativo»%. La consecuencia a
extraer es que los Parlamentos autonémicos tendrin que manifestar su consenti-
miento a la celebracién de aquellos convenios y acuerdos de cooperacién que afec-
ten a materias de su competencia *.

S6lo establecen la intervencién del Parlamento en los convenios de gestién y presta-
cién de servicios, sin hacer referencia en este punto a los acuerdos de cooperacion,
los Estatutos de Autonomia de Catalufia (articulo 27), Castilla-La Mancha [articulo
9.2.d)], Canarias (articulo 39), Navarra [articulo 26.5)] y las Illes Balears (articulo 17).
No parece, empero, muy coherente imponer la participacién del Parlamento en la
formacién de la voluntad para concluir convenios de gestién administrativa, y no
prescribir esa misma actuacién para los acuerdos de cooperacién, cuyo alcance pue-
de exceder la gestion y prestacion de servicios¥. Por ello, seguramente se trata de un
empleo genérico de la denominacién «convenios», que también abarca los acuerdos
de cooperacién . Asi lo parecen confirmar diversas normas autonémicas dictadas
con posterioridad, que, al extender el consentimiento del Parlamento a los acuerdos
de cooperacién, han venido a subsanar esa omisién de los Estatutos de Autonomia *.

P. SANTOLAYA MACHETTI: Descentralizacion y cooperacion, cit., pag. 441.

J. TAJADURA TEJADA: <El articulo 145 de la Constitucién Espafolav, cit., pag. 136.

E. ALBERTI ROVIRA: Los convenios entre Comunidades Auténomas», cit., pag. 123.

M? J. GARCIA MORALES: Los convenios entre Catalufia y otras Comunidades Auténomas-, cit., pag. 108 ; y E. ALBERTI ROVIRA:
«Los convenios entre Comunidades Auténomas», cit., pig. 123 (nota 29).

P. SANTOLAYA MACHETTI: Descentralizacion y cooperacion, cit., pags. 438-439; M. M* RAZQUIN LIZARRAGA: Los convenios y
acuerdos en el Estatuto de Autonomia del Pais Vasco, Instituto Vasco de Administracién Publica, Ofati, 1988, pag. 52; y P. GARCIA
MEXIA: Las relaciones institucionales entre las Comunidades Auténomass, cit., pags. 556-557.

En Catalufia, la Ley del Parlamento, el Presidente y el Consejo Ejecutivo de la Generalidad (Ley 3/1982) relaciona, entre las fun-
ciones del primero, Ja aprobacién de los convenios y acuerdos de cooperacién mencionados en los apartados 1 y 2 del articulo
27 del Estatuto» [articulo 43.1.0)l. En Castilla-La Mancha, el articulo 205 del Reglamento de las Cortes establece, precisamente «a
los efectos de lo dispuesto en el articulo 9.2.d) del Estatuto de Autonomia», que <l Consejo de Gobierno debera someter a la rati-
ficacién del Pleno de las Cortes de Castilla-La Mancha cualquier convenio de colaboracién para la gestion de servicios o acuerdos
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Los Estatutos de Autonomia del Pais Vasco (articulo 22) y de Galicia (articulo 35) no
prevén la intervencién del Parlamento en la conclusién de los convenios y acuerdos
de cooperacién. No obstante, también aqui el respectivo legislador autonémico ha
suplido el silencio estatutario, si bien de manera indirecta, al regular la competen-
cia del Ejecutivo en esta materia. En el Pais Vasco se ha dispuesto que compete al
Gobierno «autorizar y, en su caso, aprobar convenios», los cuales «deberin ser co-
municados al Parlamento, que en el plazo de veinte dias podrd oponerse a los mis-
mos» los acuerdos de cooperacién, en cambio, «deberan ser ratificados por el Parla-
mento» ®. En Galicia, por su parte, corresponde al Gobierno «aprobar y remitir al
Parlamento los proyectos de convenios y acuerdos de cooperacién con otras Co-
munidades Auténomas para la ratificacién o aprobacion, en su caso» .

La regulacién de las atribuciones del Gobierno vasco en relacién con los convenios
plantea la duda de en qué ocasiones («en su caso») le corresponde aprobarlos. En
opinién de P. Santolaya Machetti, que se comparte, la aprobacién del Ejecutivo s6lo
podra tener lugar en aquellos asuntos que entren dentro de su esfera de competen-
cias. Por el contrario, si los convenios se refieren a materias propias del Parlamento,
éste deberd prestar su consentimiento. Se trata, por lo tanto, de un criterio ratione
materiae coherente con las funciones de uno y otro 6rgano ©. Esta ordenacion se
asemeja a la que existe en otros sistemas, y tiene la virtualidad de agilizar la tramita-
cién de los convenios sin privar al Parlamento de capacidad de decisién. La conse-

de cooperacién». En Canarias, el articulo 150 del Reglamento del Parlamento reitera la disposicion estatutaria de <a aprobacién
de convenios con otras Comunidades Auténomas para la gestién y prestacion de servicios propios correspondientes a materias de
la exclusiva competencia de la Comunidad Auténoma-, y precisa que, i resultare aprobado, el acuerdo serd comunicado a las
Cortes Generales». Parece claro, pues, que los acuerdos de cooperacién no se incluyen en dicha previsién. Ahora bien, la Ley del
Gobierno y la Administracién Publica de la Comunidad Auténoma (Ley 1/1983) dispone indirectamente la intervencién del Parla-
mento, al atribuir al Gobierno la competencia de «establecer acuerdos de cooperacién con otras Comunidades Auténomas previa
autorizacién de las Cortes Generales, y posterior ratificacién del Parlamento canario- [articulo 20,0]. En Navarra, el Reglamento
del Parlamento Foral decreta que «l régimen de las autorizaciones que la Diputacién Foral solicite para establecer acuerdos de
cooperacién seri el establecido en los articulos precedentes para los convenios» (articulo 165). En las Illes Balears, finalmente, el
Reglamento del Parlamento no contiene ninguna previsién para los convenios ni los acuerdos de cooperacién. No obstante, la
Ley de Régimen Juridico de la Administracién de la Comunidad Auténoma (Ley 5/1984), al regular la competencia del Presidente
de la Comunidad para firmar unos y otros, preveia que tal acto tendria lugar «una vez aprobados por el Parlamento». Aunque la
Ley del Gobierno (Ley 4/2001) ha eliminado esta tltima precision, cabe seguir entendiendo —como parece hacer la mencionada
Resolucién de la Presidencia del Parlamento de 30 de enero de 2002— que la competencia de la Cimara se extiende no sélo a la
aprobacién de los convenios, sino también a la de los acuerdos de cooperacién.

Articulo 18.e) y /) de la Ley del Gobierno (Ley 7/1981). El Reglamento del Parlamento, de 11 de febrero de 1983, no contiene
ninguna previsién sobre los convenios y los acuerdos de cooperacién. La tramitacién de unos y otros estd regulada en sendas
Resoluciones de la Presidencia de la Camara (Boletin Oficial del Parlamento Vasco, 111 Legislatura, Serie C, nim. 3 (a), de 9 de
junio de 1989; y V Legislatura, nim. 71, de 31 de mayo de 1996).

Articulo 4.8 de la Ley de la Junta y su Presidente (Ley 1/1983). El Reglamento del Parlamento tampoco dispone nada sobre
esta cuestion.

P. SANTOLAYA MACHETTI: Descentralizacion y cooperacion, cit., pags. 436-437.
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cuencia de la oposiciéon de la Cimara, como ha senalado el citado autor, no es la
propia de un veto, sino el sometimiento de los convenios a la ratificacién parlamen-
taria; hay, pues, una conversién de los convenios en acuerdos de cooperaciéon ®. A
nuestro juicio, esta transformacién no es una potestad discrecional del Parlamento.
Antes bien, éste s6lo se podra manifestar en contra de la aprobacién gubernamental
si los convenios afectan a competencias parlamentarias. De este modo, el Gobierno
cuenta con un ambito propio para la celebraciéon de convenios sin necesidad del
consentimiento de la Camara. Esta tesis estd en consonancia con la ausencia de nor-
mas en el Estatuto de Autonomia acerca de la intervencién del Parlamento en los
conciertos con otras Comunidades Auténomas. En la prictica, sin embargo, no hay
mecanismos juridicos para que el Gobierno pueda reaccionar frente a una eventual
extralimitacién del Parlamento a la hora de oponerse a la celebracién de un conve-
nio (como podria ser un conflicto entre 6rganos estatutarios, semejante al previsto
en los articulos 73 a 75 de la Ley Organica del Tribunal Constitucional).

Tocante a Galicia, si el Gobierno aprueba «proyectos» de convenios o acuerdos de
cooperacion, la remisién al Parlamento tiene por objeto que éste se pronuncie defi-
nitivamente sobre unos y otros, sin excepcién®. La duda estd en determinar cudndo
procede la aprobacién y cuiando la ratificaciéon . La distincion entre una y otra se po-
dria fundar, quizas, en la afectacién o no, respectivamente, de los poderes del Parla-
mento por el concierto en cuestion. La diferencia entre las dos decisiones —supuesta
la discrecionalidad de la Cimara para ratificar, pues nada lleva a pensar que sea un
acto debido, maxime cuando lo que el Gobierno eleva al Parlamento son «proyec-
tos— radicarfa en la facultad parlamentaria de enmienda que implica, por defini-
cién, la aprobacién, y que no cabe en la ratificacién. Esta capacidad de la Asamblea
parece tener logica en aquellos conciertos que versen sobre competencias parlamen-
tarias, pero choca, como se ha visto, con la esencia concordada de los convenios y
acuerdos de cooperacién. Por tal motivo, la solucién que hay que dar en el caso de
Galicia no es, en definitiva, diversa de la que se ha expuesto para los Estatutos de
Autonomia que encomiendan al Parlamento la «aprobacién» de los conciertos con
otras Comunidades Auténomas: la inexistencia de un auténtico poder de enmienda;
y sin éste, no hay una diferencia de fondo entre la aprobacién y la ratificacion.

Ibidem, pégs. 435—43:6.

F. CAAMANO DOMINGUEZ: «Articulo 35.1 y 2», Comentarios al Estatuto de Autonomia de la Comunidad Auténoma de Galicia

(director: J. L. Carro Ferndndez-Valmayor), Ministerio para las Administraciones Pablicas, Madrid, 1991, pag. 696.
E. ALBERTI ROVIRA: «Los convenios entre Comunidades Auténomas», cit., pdg. 122 (nota 27).
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OTRAS INTERVENCIONES DE LAS CAMARAS

El Reglamento del Parlamento de Cantabria prevé una suerte de control previo de
constitucionalidad de los convenios y los acuerdos de cooperacion a celebrar por di-
cha Comunidad Auténoma (articulo 134)%. Parece que se ha tomado como modelo el
articulo 157 del Reglamento del Congreso de los Diputados, que desarrolla para esta
Camara el articulo 95 de la Constitucién y, en conexién con él, el articulo 78 de la
Ley Organica del Tribunal Constitucional. En ellos se faculta al Gobiermno, al Congreso
de los Diputados o al Senado para requerir del Tribunal Constitucional que se pro-
nuncie sobre la conformidad o disconformidad con la Constitucién de las estipulacio-
nes de un tratado internacional antes de su integracién en el ordenamiento espaiiol.

La previsién del Reglamento de la Asamblea cintabra debe ser objeto de algunas
observaciones, todas ellas negativas. En el plano formal, no parece admisible que un
Reglamento parlamentario asigne una competencia al Tribunal Constitucional. Si
bien es verdad que el articulo 161.1 de la Constitucién no agota sus atribuciones, en
la letra d) exige que las demis materias de que pueda conocer le vengan conferidas
por la propia Constitucién o por ley orginica. En todo caso, desde un punto de vista
estrictamente formal, el Estatuto de Autonomia de Cantabria, dado su caracter de ley
orginica, si podria establecer esa competencia del Tribunal Constitucional.

Desde una perspectiva material o de contenido, hay que reparar en que el control
previo de constitucionalidad de los tratados internacionales responde a la propia na-
turaleza de esta clase de normas. Su finalidad, como ha apreciado el Tribunal Cons-
titucional, es, por un lado, preservar la Constitucién y, por otro, garantizar, al mismo
tiempo, la seguridad y estabilidad de los compromisos a contraer por Espafa en el
orden internacional. Con él se trata de conjugar la supremacia de la Constitucién en
el ordenamiento juridico espafol y el caricter pactado de los convenios internacio-
nales, cuyo contenido y validez no dependen Unicamente de normas internas ¢.

El precepto reza: «1. Si durante la tramitacién de un acuerdo o convenio en el Parlamento se suscitaren dudas sobre la constitucio-
nalidad de algunas de sus estipulaciones, el Pleno, a iniciativa de dos Grupos Parlamentarios o de una quinta parte de los miem-
bros de la Ciamara, podrd acordar dirigir al Tribunal Constitucional la consulta pertinente. 2. La tramitacién del acuerdo o conve-
nio se interrumpird, y sélo podra reanudarse si el criterio del Tribunal es favorable a la constitucionalidad de las estipulaciones
contenidas en aquél. 3. Si el Tribunal entendiere que el acuerdo o convenio contiene estipulaciones contrarias a la Constitucién,
no se podri tramitar hasta tanto no se adecuen constitucionalmente aquellas estipulaciones».

Declaraciones del Tribunal Constitucional 1/1992, de 1 de julio, F. J. 1; y 1/2004, de 13 de diciembre, F. J. 1.
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Frente a esto, la prevision del Reglamento del Parlamento de Cantabria es, cuando
menos, sorprendente. Segin se desprende de su tenor, su propdsito no es verificar
la adecuacién de los convenios y los acuerdos de cooperacion al Estatuto de Auto-
nomia, sino a la Constitucién. Es verdad que la contravencién del Estatuto de Auto-
nomia también comportaria la inconstitucionalidad del concierto o de la cldusula co-
rrespondiente, pero la redaccién del precepto («se suscitaren dudas sobre la
constitucionalidad de algunas de sus estipulaciones», «contiene estipulaciones contra-
rias a la Constitucién») da a entender que el objeto del procedimiento es constatar la
conformidad con la Constitucién de los convenios y acuerdos de cooperacién. Di-
cha prevencién es correcta para los tratados internacionales, dado su rango de ley y
su origen paccionado entre entidades soberanas, pero carece de logica en los con-
ciertos entre Comunidades Auténomas. Ya que no se trata de disposiciones o actos
con fuerza de ley, su constitucionalidad —entendida latamente, como adecuacion a
la Constitucion, y no en sentido estricto procesal-constitucional— es controlable por
otros cauces, ante la jurisdiccién constitucional y la ordinaria.

Se podria argiiir, no obstante, que, en las Comunidades Auténomas (como Canta-
bria) cuyo Parlamento consiente mediante una ley la celebracién de los convenios y
acuerdos de cooperacion, éstos tienen efectivamente tal rango. Mas, aun aceptando
que fuera asi, serfa dificil admitir que una ley orginica que no sea la del Tribunal
Constitucional —un Estatuto de Autonomia, en concreto— introdujera un control
preventivo de constitucionalidad sobre un tipo especifico de leyes de una determi-
nada Comunidad Auténoma. Obviamente, la intencién del constituyente al instaurar
el Tribunal Constitucional y dejar, en cierto modo, abierta la posibilidad de atribuirle
nuevas competencias no era asignarle esta clase de cometidos. Esta podria ser una
tarea propia de una corte constitucional autonémica, pero sélo si se tratara de com-
probar la adecuacién del concierto al Estatuto de Autonomia, no a la Constitucion.
En cualquier caso, esta ultima posibilidad no tiene cabida en el vigente ordenamien-
to constitucional; y, por otra parte, se podria llegar a un resultado practico similar
con el establecimiento de un control juridico previo a cargo de un érgano consultivo
autonémico, tal como se ha previsto en algunas Comunidades Auténomas para las
iniciativas legislativas gubernamentales.

De lo expuesto cabe concluir la ineficacia —si no la invalidez— del articulo 134 del
Reglamento del Parlamento de Cantabria. Por lo demas, no se puede dejar de notar
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que dicho precepto constituye una muestra mis del mimetismo —llevado al extre-
mo, en este caso— de los Reglamentos parlamentarios autonémicos respecto al Re-
glamento del Congreso de los Diputados. Para comprobarlo, reparese en la semejan-
za rayana en la identidad con el mencionado articulo 157 del Reglamento de la
Camara Baja.

Algunos Estatutos de Autonomia (Asturias, Murcia y La Rioja) también han asigna-
do al Parlamento el seguimiento de la ejecucion de los conciertos con otras Comu-
nidades Auténomas *. Esto no significa, sin embargo, que los Parlamentos de las
demis Comunidades Auténomas, puesto que no se les faculta expresamente para
vigilar el cumplimiento de los convenios y acuerdos de cooperacién, carezcan de
atribucién alguna al respecto. Antes bien, podrin utilizar los medios generales de
control e impulso del Gobierno que establecen sus respectivos ordenamientos. De
hecho, en Murcia no se especifica el medio para llevar a cabo esa funcién de veri-
ficacién. Simplemente se encarga a la Asamblea Regional, en la misma sesién que
preste la autorizacién, adoptar mecanismos que permitan supervisar la ejecucién
del concierto®. Este mismo patrén se seguia en la Junta General del Principado de
Asturias hasta 1997, El vigente Reglamento, aprobado ese ano, concreté el modo
de controlar el cumplimiento de los convenios y acuerdos de cooperacién. El 6rga-
no encargado es la comision competente por razén de la materia, que, ademis de
hacer uso de las funciones propias de las comisiones, puede elevar al Pleno un
dictamen sobre las incidencias de ejecucién que afecten a la autorizacién concedi-
da. El dictamen serd objeto de un debate de totalidad y se habilita a los grupos
parlamentarios para formular propuestas de resolucién, que podran ser sometidas
a votacién en la siguiente sesién plenaria.

Articulos 24.7, 19.1.ID y 23.7 de los Estatutos de Autonomia del Principado de Asturias, La Rioja y la Regién de Murcia, respec-
tivamente. Los Reglamentos de la Junta General del Principado de Asturias (articulo 234) y de la Asamblea Regional de Murcia,
de 14 de junio de 2002 (articulo 198), desarrollan esta funcién, mientras que el Reglamento del Parlamento de La Rioja no dis-
pone nada.

En definitiva, como observé M* J. GARCIA MORALES (-La intervencién de los Parlamentos en los convenios suscritos entre el Esta-
do y las Comunidades Aut6nomas», cit., pag. 86), el control del cumplimiento de los convenios se viene a concretar en la designa-
cién por la Cdmara de un determinado medio de seguimiento.

Articulo 171 del Reglamento de la Junta General del Principado de Asturias de 24 de abril de 1985.
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CONCLUSION: LA NECESIDAD DE REFORMAR LA INTER-
VENCION DE LOS PARLAMENTOS AUTONOMICOS

La doctrina ha criticado de manera casi unanime la obligada y decisiva actuacién de
los Parlamentos autonémicos en la celebracién de todo concierto entre Comunida-
des Auténomas. Es verdad que la exigencia generalizada de su consentimiento se ha
juzgado favorablemente por permitir una mayor participacién y transparencia en ese
procedimiento. Esto contrasta, precisamente, con el anilisis de la colaboracién en
otros ordenamientos compuestos (como el alemin y el estadounidense), donde se
ha puesto en tela de juicio la hipertrofia de estructuras y procedimientos burocrati-
cos y, en contrapartida, el déficit de control parlamentario”. Sin embargo, en Espafia
se ha cuestionado la amplia intervencién de los Legislativos autonémicos por la rigi-
dez y la lentitud que impone en la tramitacién de los convenios y acuerdos de coo-
peracion. Esta falta de flexibilidad no se compadece con la agilidad propia de las
técnicas de colaboracién. Al contrario, posiblemente tiene un efecto disuasorio para
las Comunidades Auténomas a la hora de pensar en formalizar compromisos juridi-
cos entre si. Este reparo tiene un particular relieve en materias puramente adminis-
trativas —que, seguramente, seran el objeto mas frecuente de los conciertos entre
Comunidades Auténomas—, donde no estan implicados (directamente, al menos)
los poderes parlamentarios 2. Como se ha constatado en los Estados donde esta con-
solidada, la colaboracién, tanto vertical como horizontal, se produce esencialmente
entre 6rganos ejecutivos; en consecuencia, un desproporcionado protagonismo par-
lamentario merma su caracteristica —y necesaria— fluidez 7.

P. SANTOLAYA MACHETTI: Descentralizacion y cooperacion, cit., pag. 442; J. CANO BUESO: <El papel de los Parlamentos autoné-
micos en el sistema de cooperacién interterritorial-, Revista de las Cortes Generales, nim. 15, 1988, pag. 317; y J. TAJADURA TEJA-
DA: «El articulo 145 de la Constitucién Espaiiola», cit., pag. 137.

P. SANTOLAYA MACHETT!: Descentralizacion y cooperacion, cit., pdg. 442; E. ALBERTI ROVIRA: E! sistema juridico de las Comu-
nidades Auténomas (E. AJA FERNANDEZ y otros), Tecnos, Madrid, 1985, pig. 440; y A. NAVARRO MUNUERA: «Las relaciones in-
terauton6émicas de colaboracién: mecanismos y posibilidades de articulacién organica», Revista de Administracion Publica, nim.
120, 1989, pag. 409.

Es significativo, en este sentido, lo que ha acontecido en Suiza en relacién con la intervencién de los Parlamentos de los Cantones
en la suscripcién de convenios horizontales. Como ha expuesto M?* J. GARCIA MORALES (Convenios de colaboracion en los siste-
mas federales europeos, cit., pags. 150-151), las Constituciones cantonales suelen prever la autorizacién del Parlamento —e incluso
el referéndum— para todos los convenios con otros Cantones. No obstante, el Tribunal Federal ha declarado, ya desde 1971, que
esas disposiciones no se pueden interpretar literalmente, habida cuenta de que también existen convenios administrativos que no
exigen el cumplimiento de dichos requisitos, pues la capacidad para concluirlos es una competencia no escrita de los Gobiernos
cantonales. A partir de tal jurisprudencia, las Constituciones de distintos Cantones han recogido también la posibilidad de celebrar
esos convenios administrativos.
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La configuracién de la fase autonémica de la tramitacién de los convenios y acuer-
dos de cooperacién —a la que se une la intervencion de las Cortes Generales en
todos ellos (articulo 145.2 de la Constitucién)— es, probablemente, una de las cau-
sas del parco nimero de los concluidos hasta hoy . Serfa preciso, por lo tanto, mo-
dificar la actual regulacién estatutaria y ordenar la participaciéon de los Parlamentos
regionales en unos términos que permitan conjugar la salvaguardia de sus funcio-
nes con la flexibilidad de esos instrumentos de colaboracién. En este sentido, pare-
ce que la intervencioén de la Asamblea se deberia reservar a los casos en que resul-
ten afectadas sus facultades. En los demis supuestos tendria que bastar la
comunicacién al Parlamento (con la debida publicidad) ”, tal vez acompafiada de
un breve plazo para que pueda apreciar si le incumbe lo pactado y, por ende, deci-
dir que el concierto necesita su expresa conformidad. Con este régimen, que se po-
dria complementar con la reforma de otros aspectos —significadamente, la exten-
sion del objeto de los convenios de gestién y prestacién de servicios a todas las
competencias propias de las Comunidades Auténomas (como permite el articulo
145.2 de la Constitucion), y no sélo restringido a las exclusivas, como hace buena
parte de los Estatutos de Autonomia—, los convenios de gestién y prestacién de
servicios tendrian el objeto que da a entender su nombre, esto es, funciones admi-
nistrativas. Consiguientemente, los acuerdos de cooperacién quedarian reducidos al
ambito para el que parecen destinados: una colaboracién mis compleja, no ya pu-
ramente administrativa o ejecutiva, sino de indole politica, donde si tiene sentido
que los Parlamentos se deban pronunciar.

Aunque la vigente ordenacién se decanta, en general, por requerir el consentimiento
de los Parlamentos autonémicos a todos los conciertos entre Comunidades Auténo-
mas, hay, como se ha visto, alguna excepcién del orden que aqui se propugna. En
el Pais Vasco, si bien el Estatuto de Autonomia no prevé nada, la Ley del Gobierno
dispone la comunicacién de los convenios de gestién y prestacion de servicios al
Parlamento, que en el plazo de veinte dias se podrid oponer a ellos, y la ratificacién

E. ALBERTI ROVIRA: «Los convenios entre Comunidades Auténomas», cit., pdg. 123; M. ALBA NAVARRO: «Los acuerdos de coope-
racién entre las Comunidades Auténomas y las Cortes Generales», El Senado como Cdamara de representacion territorial y la fun-
cion de los Parlamentos autonémicos, Asamblea de Madrid-Dykinson, Madrid, 1998, pig. 26; y C. GUTIERREZ VICEN: <La inter-
vencion de las Cortes Generales en la celebracion de convenios entre Comunidades Auténomas: la aparicién de nuevos
problemas», Corts. Anuario de Derecho Parlamentario, nim. 9, 2000, pag. 285.

Esta solucién se ha propuesto para la reforma del articulo 27 del Estatuto de Autonomia de Catalunia (Unforme sobre la reforma de
VEstatut de Catalunya, cit., pag. 152).
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de la Camara a los acuerdos de cooperacién. En parecidos términos, el Estatuto de
Autonomia de Extremadura establece que la celebracién de convenios de gestion y
prestacion de servicios, antes de su entrada en vigor, serd comunicada a la Asam-
blea, que tiene treinta dias para oponer reparos y hacer que se tramiten como acuer-
dos de cooperacion; la conclusién de estos dltimos precisa la aprobacién parlamen-
taria. En definitiva, ambos ordenamientos reservan al Gobierno una esfera de
actuacién en consonancia con sus competencias y, al mismo tiempo, prevén una in-
tervencion del Parlamento que garantiza su funcién, sin ralentizar innecesariamente
(con su aquiescencia expresa en todo caso) la suscripcién del concierto. El ejemplo
extremerio es particularmente significativo, pues esa regulacién es fruto de la refor-
ma del Estatuto de Autonomia realizada en 1999 . El régimen primigenio seguia el
modelo de la mayoria de Estatutos, de suerte que la Asamblea debia autorizar la ce-
lebracién de todos los convenios y acuerdos de cooperacion.

76 Aprobada por la Ley Orgénica 12/1999, de 6 de mayo, de reforma de la Ley Orginica 1/1983, de 25 de febrero, de Estatuto de
Autonomia de Extremadura.
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